ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 09 006 2019 00013 01
 ACCIONANTE: MIGUEL ANGEL MORENO  VS.COLPENSIONES

ASUNTO: REVOCA – CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE INVALIDEZ / COLPENSIONES NO RESOLVIÓ DE FONDO LA SOLICITUD / PERSONA EN CIRCUNSTANCIAS DE DEBILIDAD MANIFIESTA.
El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales dispuestos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (…)
… la Sala observa que lo resuelto por COLPENSIONES en los oficios del 28 de enero de 2019 no satisface las exigencias para que se materialice el derecho de petición del señor Miguel Ángel Moreno, si se tiene en cuenta que lo allí indicado no es coherente con la  solicitud pensional radicada por parte del abogado del actor el 25 de enero de la presente anualidad, en atención a que las inconsistencias que señala COLPENSIONES no tienen una justificación legal, en primer lugar porque se encuentra probado que la EPS SOS ya calificó la PCL al señor Moreno, conforme a lo establecido en el artículo del Decreto 142 del Decreto 19 de 2012 y en ese dictamen del 21 de agosto de 2018 se condensa toda la información que según COLPENSIONES no tiene las características necesarias para continuar el trámite.   Por lo tanto, la entidad accionada está vulnerando el derecho fundamental de petición al señor Moreno y en tal virtud, se requiere de la intervención del juez constitucional para que cese la afectación a tal garantía que redunda igualmente en la afectación al derecho a la seguridad social del mismo.
Lo anterior tiene su fundamento en que la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca el artículo 48 de la C.N. , y en este asunto específico COLPENSIONES no tuvo en cuenta que el accionante es una persona que por su condición económica y física se encuentra en circunstancias de debilidad manifiesta, lo que igualmente, contradice el derecho a la igualdad prescrito en el artículo 13 constitucional, al desconocer que la ausencia de una respuesta a sus inquietudes pensionales lo ponen frente a un perjuicio irremediable…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintidós (22) de abril de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.382
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Diego Alberto Medina Díaz, apoderado judicial del señor Miguel Ángel Moreno, frente al  fallo emitido el 25 de febrero por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la tutela que instauró en contra de COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS

2.1.  Indicó el abogado del señor Miguel Ángel Moreno que este tiene 48 años de edad, se encuentra afiliado a Colpensiones y reporta un total de 1.021 semanas cotizadas, según su historia laboral del 13 de febero de 2019, a quien el 21 de agosto de 2018 le fue calificada su pérdida de capacidad laboral por parte de la EPS S.O.S. con respecto a las patologías de tumor maligno en la pared lateral de la nasofaringe, disminución indeterminada de la agudeza visual de un ojo, trastornos del nervio facial no especificado, otros trastornos de los nervios craneales en otoras enfermedades no clasificadas en otras partes y tumor maligno de la cabeza, cara y cuello, asignándosele un 60.43% de PCL y con fecha de estructuración del 14 de agosto de 2017.
En el mencionado dictamen fue remitido a COLPENSIONES el 5 de octubre de 2018, en donde se declaró la firmeza del mismo, y el que registra el nombre del señor Miguel Ángel Moreno, las patologías, el porcentaje de PCL y la fecha de estructuración y del cual se entregó una copia a la ARL SURA.

El 25 de enero de 2019, bajo el radicado 20119_1092937, se solicitó ante COLPENSIONES el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez a nombre del señor Miguel ángel Moreno por acreditar los requisitos para su concesión.  Además, se adjuntaron los docuementos exigidos.  Sin embargo, COLPENSIONES indicó el 31 de enero de 2019, que los documentos allegados presentaban varias inconsistencias, en el entendido de que el dictamen no indicaba el porcentaje de PCL, ni la fecha de su estructuración, no concordaban los nombres, ni la cédula del calificado, así mismo faltó relacionar la fecha del dictamen o la fecha de expedición es superior a tres años anteriores a la presentación de la petición, no existe constancia de ejecutoria del dictamen, ni de otros datos, lo que consideró el apoderado del actor que COLPENSIONES estaba haciendo afirmaciones falsas.

El 5 de febrero de 2019 COLPENSIONES envió una comunicación en la que hizo alusión a una norma que no es aplicable a la pensión de invalidez solicitada, sino que se refiere a los requisitos exigidos para que los “estudiantes” puedan recibir el beneficio de la pensión de sobrevivientes.  Además, dicha entidad exigió que se debía aportar el dictamen de capacidad laboral emitido por COLPENSIONES y/o la Junta Regional o Nacional de Calificación de Invalidez, así como la constancia de firmeza del dictamen emitido por algunas de las entidades nombradas.  

Insistió el abogado del actor que el dictamen emitido por la EPS S.O.S. es totalmente válido, tal como lo indica la Ley 100 de 1993 en su artículo 41.

En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, la vida, la salud, la seguridad social, la igualdad y la dignidad humana del accionante ii) ordenar a COLPENSIONES que tenga como válidos el dictamen emitido por la EPS S.O.S. y la constancia de firmeza del mismo y iii) por quedar demostrada la invalidez, la calificación, la firmaza, las semanas cotizadas y que la negativa es puramente procedimental y falsa, se ordene a COLPENSIONES conceder la pensión de invalidez por el cumplimiento de todos los requisitos exigidos.  Subsidiariamente, solicitó que de no ser acogida la última petición se ordene el reconocimiento y pago de la pensión transitoriamente con el fin de llevar a cabo el proceso ordinario laboral para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez de manera definitiva (Fls. 1-8).
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 9-30).
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. COLPENSIONES 
Indicó que revisado el sistema de información de la entidad, se pudo verificar que la Dirección de Estandarización emitió el oficio con fecha del 28 de enero de 2019 con radicado No.BZ2019_1129389 en el que se le informó al accionante que con el fin de continuar el trámite solicitado, debe allegar unos documentos. Por lo tanto, consideró que la petición del 25 de enero de 2019 se encuentra  abierta, en gestión y en término de respuesta.  De tal manera, que si el actor considera que lo contestado por esa entidad es inconsistente, deberá hacer uso de los medios administrativos dispuestos para tal fin.  En tal virtud, se debe tener en cuenta lo dispuesto en la Sentencia SU-975 de 2003 que se refiere a los términos con los que cuenta la entidad para resolver la reclamación pensional.  Igualmente, consideró que el accionante cuenta con otro mecanismo judicial para acceder a la pensión de invalidez como lo es la vía ordinaria laboral.  Así las cosas, solicitó que se declare improcedente el amparo invocado y se archiven las diligencias (Fls. 35-39).

3.2.   EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.O.S.

Indicó que se evidenció la calificación de pérdida de capacida laboral al accionante por parte de la EPS SOS, con un porcentaje del 60.43% y con fecha de estructuración del 14/08/2017, lo que según las normas establecidas para el caso, le permitiría en caso de contar con las condiciones establecidas por el Sistema de Seguridad Social en Pensiones por ser contingencia de origen enfermedad general, disfrutar de una pensión por invalidez y el  retroactivo desde agosto que se configuró la misma.

Consideró que por ser una situación que le asiste exclusivamente de la AFP COLPENSIONES, la EPS SOS carece de legitimación por pasiva para actuar en la pretensión del usuario, razón por la cual solicitó que se desvinculara a dicha EPS del presente trámite y procediera a archivar el proceso.  Así mismo, solicitó que se declare que la EPS SOS ha acatado todas las norma que rigen el SGSSS,  se niegue el amparo por improcedente y se ordene al fondo de pensiones el reconocimiento de la pensión de invalidez al accionante (Fls. 42-45).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 25 de febrero de 2019,  el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta capital resolvió declarar improcedente la acción de tutela incoada por el señor Miguel Ángel Moreno por intermedio de apoderado judicial en contra de COLPENSIONES y como entidad vinculada la EPS SOS, al considerar que el actor cuenta con otro mecanismo judicial para hacer valer sus derechos, máxime que en este caso no se probó la existencia de un perjuicio irremediable que hiciera viable el amparo de manera transitorio (Fls. 46-48).

El abogado del accioante fue notificado del fallo anterior a través del oficio No.0369 del 25 de febrero de 2019 (Fl. 49) y fue enviado al correo electrónico confianzalegal2012@gmail.com el 26 de febrero siguiente (Fl. 49 frente y vuelto).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 1o de marzo de 2019, el apoderado del accionante manifestó su inconformidad frente a lo considerado por el juez de primera instancia, toda vez que su mandante es una persona que se encuentra en estado de debilidad manifesta por las patologías que sufre, su PCL es del 60.43% y además, no posee sustento económico alguno.

Consideró que la entidad accionada actúa de mala fe, tomando como pruebas las respuestas emitidas, las cuales fueron incoherentes y en la información dada al juzado indicó algo completamente contradictorio al señalar que el trámite está en proceso, y por ello es claro que sin una orden judicial, seguirá contestando evasivamente por lo que continuará afectando los derechos fundamentales de su mandante.

Manifestó que no es aceptable que el señor Moreno deba acudir a instancias ordinarias para exponer la negligencia de la entidad al emitir respuestas incoherentes y que ni tienen que ver con la solicitud radicada, por lo que se debió ordenar al menos que COLPENSIONES le diera el trámite correspondiente a la solicitud de pensión de invalidez.  Subsidiariamente, solicitó que mientras se resuelven los trámites interadministrativos, le sea reconocida la pensión de invalidez al accionante de manera transitoria. 

Solicitó las mismas pretensiones que había relacionado en el escrito introductorio de la demanda de tutela. (Fls. 52 y 53 )

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. y el Decreto 1983 de 2017.  A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el A quo fue acorde a los preceptos legales y constitucionales o si por el contrario hay lugar a revocarla, con base en los argumentos expuestos por el impugnante.
6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4.  Sea lo primero advertir, que el análisis planteado por el juez de primera para declarar la improcedencia de la acción constitucional, no tuvo en cuenta que las condición de debilidad manifiesta del señor Miguel Ángel Moreno ante la disminución física por las diferentes patologías que padece y por las cuales fue calificada su PCL, la que arrojó un porcentaje del 60.43%, situaciones que lo hacen sujeto de especial protección constitucional, por lo que en su caso, se debe hacer un estudio del minucioso con el fin de determinar si COLPENSIONES ha vulnerado sus derechos fundamentales.
6.5. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, se advierte que el 25 de enero del año que avanza, el accionante radicó en COLPENSIONES los documentos tendientes a que se le reconozca la prestación económica derivada de la pensión de invalidez (Fl. 11), por contar con el dictamen de PCL  emitido por en primea oportunidad por la EPS SOS el 21 de agosto de 2018, del que se desprende las diferentes enfermedades: tumor maligno en la pared lateral de la nasofaringe, disminución indeterminada de la agudeza visual de un ojo, trastornos del nervio facial no especificado, otros trastornos de los nervios craneales en otoras enfermedades no clasificadas en otras partes y tumor maligno de la cabeza, cara y cuello, asignándosele un 60.43% de PCL y con fecha de estructuración del 14 de agosto de 2017 (Fls. 18 y 19). Sin embargo, COLPENSIONES el 28 de enero de 2019 le contestó al abogado del actor que la documentación aportada con la solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez no cumplía con las caracterísitcas necesarias para continuar con el trámite (Fls. 21 y 22) y esa misma fecha, COLPENSIONES le informó al accionante que era necesario anexar un dictamen emitido por esa entidad o por una Junta de Calificación de Invalidez, además, de aportar la constancia de ejecutoria del dictamen que emitiera cualquiera de esas entidades mencionadas (Fl. 23).
6.6. El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales dispuestos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario.

6.7. Ahora bien, con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones, la Corte Constitucional estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“En el tema particular de las solicitudes relacionadas con derechos pensionales, la Sentencia SU-975 de 2003[8], hizo una interpretación de los artículos 19 del Decreto 656 de 1994[9], 4º de la Ley 700 de 2001[10], 6º y 33 del Código Contencioso Administrativo[11], señalando que las autoridades deben tener en cuenta tres (3) términos que corren transversalmente, cuyo incumplimiento acarrea una transgresión al derecho de petición[12]. Al respecto indicó:

“Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones (…) elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes:
 (i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

 “(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  
En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas nuestras)
6.8. En desarrollo del artículo 48 de la Constitución Política el legislador expidió la Ley 100 de 1993, por la cual se creó el Sistema de Seguridad Social Integral, que a su vez consagra en el artículo 10 el Sistema General de Pensiones, el cual tiene como objetivo “garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones.”.
6.9. Respecto a la calificación de la pérdida de la capacidad laboral, el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 142 del Decreto 19 de 2012, dispone que “Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales.”  (Subrayas fuera del texto original)
6.10. En el presente caso, de conformidad con la norma y jurisprudencias transcritas, la Sala observa que lo resuelto por COLPENSIONES en los oficios del 28 de enero de 2019 no satisface las exigencias para que se materialice el derecho de petición del señor Miguel Ángel Moreno, si se tiene en cuenta que lo allí indicado no es coherente con la  solicitud pensional radicada por parte del abogado del actor el 25 de enero de la presente anualidad, en atención a que las inconsistencias que señala COLPENSIONES no tienen una justificación legal, en primer lugar porque se encuentra probado que la EPS SOS ya calificó la PCL al señor Moreno, conforme a lo establecido en el artículo del Decreto 142 del Decreto 19 de 2012 y en ese dictamen del 21 de agosto de 2018 se condensa toda la información que según COLPENSIONES no tiene las características necesarias para continuar el trámite.   Por lo tanto, la entidad accionada está vulnerando el derecho fundamental de petición al señor Moreno y en tal virtud, se requiere de la intervención del juez constitucional para que cese la afectación a tal garantía que redunda igualmente en la afectación al derecho a la seguridad social del mismo.
6.11. Lo anterior tiene su fundamento en que la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca el artículo 48 de la C.N. , y en este asunto específico COLPENSIONES no tuvo en cuenta que el accionante es una persona que por su condición económica y física se encuentra en circunstancias de debilidad manifiesta, lo que igualmente, contradice el derecho a la igualdad prescrito en el artículo 13 constitucional, al desconocer que la ausencia de una respuesta a sus inquietudes pensionales lo ponen frente a un perjuicio irremediable
.

6.12. Esta Colegiatura no puede desconocer que aun cuando COLPESIONES cuenta con cuatro (4) meses para resolver de fondo la solicitud pensional del señor Moreno, la entidad no contestó al actor en debida forma, dentro de 15 días hábiles sobre el estado de su requerimiento del 25 de enero de 2019, término señalado en la Sentencia SU-975 de 2003 a la que ya se hizo alusión en el numeral 6.7. de este proveído.  En tal virtud,  se revocará la sentencia de primer grado y en su lugar, se tutelará el derecho fundamental de petición al señor Miguel Ángel Moreno y como consecuencia de tal declaración, se ordenará a COLPENSIONES que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, emita una respuesta clara, congruente y precisa a su solicitud radicada el 25 de enero de 2019, conforme al precedente jurisprudencial señalado por la Corte Constitucional en la sentencia citada. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida el 25 de febrero de 2019 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Tutelar el derecho fundamental de petición invocado por el abogado del señor Miguel Ángel Moreno.

TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES que dentro del término de  cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, emita una respuesta clara, congruente y precisa a la solicitud radicada el 25 de enero de 2019 en esa entidad, por el apoderado judicial del señor Miguel Ángel Moreno el 25 de enero de 2019, conforme al precedente jurisprudencial señalado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-975 de 2003. 

CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� SU- 975 de 2003. 


� T-1128 de 2008.


� De la configuración del perjuicio irremediable, se adujo que precisa verificarse: “(i) una afectación inminente del derecho -elemento temporal respecto al daño-; (ii) la urgencia de las medidas para remediar o prevenir la afectación; (iii) la gravedad del perjuicio -grado o impacto de la afectación del derecho-; y (iv) el carácter impostergable de las medidas para la efectiva protección de los derechos en riesgo.”


Adicionalmente, se aclaró que: “…cuando la acción de tutela es promovida por personas que requieren especial protección constitucional, como (…) personas en condición de discapacidad, (…) entre otros, el examen de procedibilidad de la acción de tutela es menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos..”. (Sentencia T-084 de 2018)
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